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 1. ASUNTO A DECIDIR
 

Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por la señora  Claudia Isabel Mondragón Velásquez en contra del Instituto Penitenciario y Carcelario INPEC  y el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó la señora Claudia Isabel Mondragón Velásquez que su esposo, señor Harold Enrique Cantillo Mariano fue capturado el 1º de diciembre de 2015 cuando se desplazaba por una vía del departamento de Risaralda, en cumplimiento a una orden judicial por el delito de hurto agravado, siendo recluido en la cárcel de varones de Pereira donde se encuentra actualmente purgando la pena impuesta.

Indicó que el señor Cantillo Mariano desde hace 15 años tiene su domicilio en la ciudad de Barranquilla en la dirección calle 32 No.33-11 barrio San Roque, estrato uno, con quien tuvo cuatro hijos todos menores de edad y era quien sostenía todos los gastos del hogar con su labor de conductor, así como trabajos en fumigación de residencias y establecimientos. 
Señaló la actora que no cuenta con los recursos económicos para trasladarse con sus hijos desde Barranquilla para visitar a su cónyuge; por lo tanto, no sabe cómo se encuentra, ni ella puede viajar sola pues no tiene con quien dejar a los menores, ni tiene ayuda de sus familiares. 

Expuso que el señor Cantillo Mariano al momento de ser capturado manifestó que su lugar de residencia  era en Barranquilla, pero sus súplicas de traslado no fueron atendidas.

2.2.  Por lo anterior, consideró que se han vulnerado de manera grave y palmaria los derechos fundamentales del interno, de su familia y especialmente de sus hijos menores de edad y que hoy están desprotegidos, aislados totalmente y privados de la presencia de su padre, quien no conoce a alguien en la ciudad de Pereira ni cuenta con dinero ni familiares que le presten ayuda y abandonado a su suerte.

2.3. En el acápite de pretensiones, la actora solicitó en nombre y representación de sus hijos y esposo:  i) amparar los derechos fundamentales a la intimidad, los derechos de los niños y adolescentes a tener una familia, salud, bienestar a no ser separados de su familia, a la igualdad ante la ley por las circunstancias de debilidad manifiesta por su condición económica, el libre desarrollo de la personalidad, igualdad de condiciones con otros presos y familiares, lo derechos de la mujer a visitar a su cónyuge; ii) “revocar” la decisión del INPEC de no fijarle como sitio de reclusión el establecimiento carcelario en la ciudad donde tiene su domicilio y su familia; iii) ordenar su traslado a la cárcel de varones de Barranquilla o a la penitenciaria el Bosque y iv) se traslade igualmente, el proceso a un juez de ejecución de penas y medidas de seguridad de Barranquilla.
2.4.  Pruebas aportadas por la actora visibles a folios 9 al 24.
2.5.  Mediante auto del 9 de junio de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción (folio 29)
3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA

3.1. JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA 
Informó que la accionante envió el 29 de febrero de 2016 un memorial que fue recibido en ese Despacho el 14 de marzo de 2016, mediante el cual solicitó el traslado del proceso de su cónyuge, señor Harold Enrique Cantillo Mariano y fijara la reclusión del mismo en la ciudad de Barranquilla, a quien se le respondió que debía iniciar los trámites respectivos ante el INPEC por ser la entidad encargada de resolver los traslados de los procesados.  Igualmente, indicó que la petición de la actora se remitió a la Dirección Nacional del INPEC para los fines pertinentes.
Por lo anterior, consideró que no existe el hecho generador de la presunta afectación a los derechos fundamentales invocados y por lo tanto, la demanda de tutela es improcedente  (Fls. 32-34).

Adjuntó copias del auto del 15 de marzo de 2016 mediante el cual se indica a la actora que debe iniciar los trámites pertinentes del traslado de su esposo ante el INPEC y se ordena que por el Centro de Servicios Administrativos de los JEPMS se remita la solicitud de la accionante al INPEC, del oficio  No.767 del 22 de marzo de 2016 dirigido al INPEC y copia de la relación del correo entregado a la empresa 472 el 30 de marzo de 2016 (Fls. 35-37)

3.2. DIRECCIÓN REGIONAL NORTE 3 DEL INPEC- BARRANQUILLA 

Consideró que esa Dirección no ha vulnerado los derechos fundamentales del  interno Cantillo Mariano ni a su familia, toda vez que la petición de la señora Mondragón Velásquez de trasladar a su cónyuge desde el establecimiento carcelario de Pereira al de Barranquilla debe ser resuelta por la Dirección General del INPEC, de conformidad con lo dispuesto en las ley 65 de 1993 modificada por la ley 1709 de 2014.

Por lo anterior, solicitó que se desvincule a esa entidad de la presente acción (folio 39).

3.3. DIRECCIÓN  DEL EPMSC DE PEREIRA 
Indicó que la reclusión del señor Harold Enrique Cantillo se hizo en cumplimiento a una orden judicial, sobre quien pesa una condena debidamente ejecutoriada.  De tal manera, que sus derechos se encuentran restringidos o limitados como lo es el de la unidad familiar, el que por su propio actuar contrario a derecho, propició y determinó la desintegración familiar sin que sea posible imputárselo a alguna autoridad judicial o administrativa, ni pensar que la afectación a los derechos de sus hijos menores de edad puedan ser atribuidos a las entidades penitenciarias.

Indicó que corresponde a la Dirección General del INPEC determinar el establecimiento carcelario donde los privados de la libertad deben cumplir su condena, lo cual no puede ser discutido en sede de tutela.  Por lo tanto, solicitó que se declare la improcedencia de la presente solicitud de amparo. (Fls. 40 y 41)

3.4. DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC
Luego de relacionar las normas legales y la jurisprudencia de la Corte Constitucional que hacen referencia al traslado de los internos, concluyó que en el presente caso no es posible acceder a la solicitud de la actora de trasladar al señor Cantillo Mariano a un centro carcelario por acercamiento familiar, por cuanto esta no es una causal que esté dispuesta en la ley.  Así mismo, indicó que el juez de tutela no está facultado para ordenar el traslado del señor Cantillo Mariano.

Por lo tanto, consideró que la presente acción es improcedente y en tal sentido, se deben negar las pretensiones de la accionante al no existir vulneración de los derechos fundamentales que invoca.  (Fls. 42 y 43)

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.2. Problema jurídico 

Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales demandadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por la señora Claudia Isabel Mondragón Velásquez por el hecho de no haber trasladado de a su esposo Harold Enrique Cantillo Mariano del establecimiento carcelario de Pereira al de Barranquilla, de manera tal, que proceda el amparo invocado. 
4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela
.

4.4.  Frente a los derechos de los reclusos, vale la pena traer apartes de la Sentencia T-248 de 2014 en la que Corte Constitucional se refirió a lo siguiente:

“La Corte Constitucional ha expresado de manera reiterada que, si bien hay derechos fundamentales de los reclusos que son suspendidos o restringidos desde el momento del sometimiento a la detención o a la condena, otros se mantienen indemnes y deben ser respetados y protegidos por las autoridades públicas que se encuentran a cargo de la custodia.

 

Si bien derechos fundamentales como la libertad física y de locomoción se encuentran en esos casos severamente limitados, los de intimidad personal y familiar, reunión, asociación, libre desarrollo de la personalidad y libertad de expresión, sólo están parcialmente restringidos, como consecuencia de las circunstancias emanadas de la privación de la libertad; otros, como la vida, la integridad personal, la salud, la dignidad, la igualdad, la libertad religiosa, el reconocimiento de la personalidad jurídica, el debido proceso y el derecho de petición, se mantienen incólumes y no pueden ser menoscabados en modo alguno por el hecho de la prisión[12].

 

Esta corporación ha establecido que entre los reclusos y el Estado existe una relación de especial sujeción, de la que se han extraído importantes consecuencias jurídicas, que fueron sintetizadas en la sentencia T-1190 de 2003 (M. P. Eduardo Montealegre Lynett), en la siguiente forma:

 

“Las relaciones de especial sujeción implican (i) la subordinación[13] de una parte (el recluso), a la otra (el Estado); (ii) esta subordinación se concreta en el sometimiento del interno a un régimen jurídico especial[14] (controles disciplinarios[15] y administrativos[16] especiales y posibilidad de limitar[17] el ejercicio de derechos, incluso los fundamentales). (iii) Este régimen especial, en todo lo relacionado con el ejercicio de la potestad disciplinaria y la limitación de los derechos fundamentales debe estar autorizado[18]por la Constitución y la ley. (iv) La finalidad[19] del ejercicio de la potestad disciplinaria y de la limitación de los derechos fundamentales, es la de garantizar los medios para el ejercicio de los demás derechos de los internos (mediante medidas dirigidas a garantizar disciplina, seguridad y salubridad) y lograr el cometido principal de la pena (la resocialización). (v) Como consecuencia de la subordinación, surgen ciertos derechos especiales[20] (relacionados con las condiciones materiales de existencia: alimentación, habitación, servicios públicos, salud) en cabeza de los reclusos, los cuales deben ser[21] especialmente garantizados por el Estado. (vi) Simultáneamente el Estado debe garantizar[22] de manera especial el principio de eficacia de los derechos fundamentales de los reclusos (sobre todo con el desarrollo de conductas activas).”
 

De lo anterior se desprende que las personas privadas de la libertad tienen una garantía reducida a sus derechos familiares, sin que ello implique que pueda coartarse desproporcionada o injustificadamente su relación con la familia y la sociedad. Así, el sistema penitenciario y carcelario debe procurarse, en todo lo que sea posible, que el recluso mantenga contacto con su grupo familiar, máxime si dentro del mismo existen hijos menores de edad, lo cual impone adicional esfuerzo en torno a la preservación de la unidad familiar[23].  (Subrayas propias).
4.5. Cumplimiento del trámite establecido en la Ley 65 de 1993 reformada por la Ley 1709 de 2014 
Ley 65 de 1993 la que establece el procedimiento que se debe agotar para el traslado de un interno.  Al respecto, la Ley 1709 de 2014, por medio de la cual se reforman algunos artículos de la ley 65 de 1993, de la ley 599 de 2000, de la ley 55 de 1985 y de dictan otras disposiciones, en su artículo consagra el artículo 52 Ibídem establece lo siguiente: “El traslado de los internos puede ser solicitado a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) por:   1. El Director del respectivo establecimiento. 2. El funcionario de conocimiento. 3. El interno o su defensor. (…)
4.6. DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1.  De las pruebas arrimadas al proceso, esta Sala observa que al señor Harold Cantillo Mariano le fue resuelta una solicitud de traslado mediante oficio del 1º de abril de 2016, el cual fue expedido por el coordinador jurídico del EPMSC-ERE Pereira, en el que se le indicó que uno de los requisitos para tramitar esta petición es contar al menos con un año dentro del establecimiento, por lo tanto, como su fecha de ingreso data del 23-12-15, no se le dio trámite a su requerimiento (folio 10). En tal sentido, la señora Mondragón Velásquez acude al juez de tutela con el fin de que se ordene por esta vía el traslado de cárcel de su cónyuge, señor Harold Enrique Cantillo Mariano de la ciudad de Pereira al de Barranquilla o a la penitenciaría El Bosque por acercamiento familiar, toda vez que considera que tanto los derechos fundamentales de sus hijos menores de edad como los de ella y del mismo interno han sido vulnerados al no poderlo visitar y apoyar, ya que se encuentra recluido tan lejos de su hogar.
4.6.2. Ahora bien, según lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 65 de 1993, modificada por la Ley 1709 de 2014, corresponde a la Dirección del INPEC disponer el traslado de los internos por decisión propia o por solicitud formulada ante ella, cuando se presente alguna de las causales previstas en el artículo 75 ibídem, así:

“ARTÍCULO 75. CAUSALES DE TRASLADO. Son causales del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento Penal, las siguientes: 

1. Cuando así lo requiera el estado de salud del interno, debidamente comprobado por el médico legista. 

2. Cuando sea necesario por razones de orden interno del establecimiento. 

3. Cuando el Consejo de Disciplina lo apruebe, como estímulo a la buena conducta del interno. 

4. Cuando sea necesario para descongestionar el establecimiento. 

5. Cuando sea necesario por razones de seguridad del interno o de los otros internos.

PARÁGRAFO 1o. Si el traslado es solicitado por el funcionario de conocimiento indicará el motivo de este y el lugar a donde debe ser remitido el interno. 

PARÁGRAFO 2o. Hecha la solicitud de traslado, el Director del Inpec resolverá teniendo en cuenta la disponibilidad de cupos y las condiciones de seguridad del establecimiento; y procurará que sea cercano al entorno familiar del condenado. 

PARÁGRAFO 3o. La Dirección del Establecimiento Penitenciario informará de manera inmediata sobre la solicitud del traslado al familiar más cercano que el recluso hubiere designado o del que se tenga noticia.”

Frente a la norma acabada de transcribir, el asesor jurídico de la Dirección General del INPEC señaló que el traslado por acercamiento familiar no se encontraba dispuesto en la ley y en tal sentido, no se puede acceder al traslado de centro carcelario al señor Cantillo Mariano.

4.6.3. Por su parte, invocó la actora la protección a los derechos fundamentales de sus cuatro hijos menores de edad, toda vez que considera que los mismos se han visto afectados sin la presencia de su padre y por lo tanto, la acción de tutela  es procedente para el traslado aludido, toda vez que ya se agotaron todas las instancias administrativas, pues desde un comienzo las autoridades fueron informadas que el proceso penal por el cual fue capturado el señor Cantillo Mariano se encuentra en Santa Marta, Atlántico y ante su arraigo familiar en Barranquilla, es a esta ciudad se pide que sea remitido tanto el proceso como el señor Cantillo Mariano con el fin de cumpla allí los fines de la pena impuesta y se garantice su reinserción social integral. 
Al respecto, sea pertinente entonces reiterar que existe vasta jurisprudencia de la Corte Constitucional donde se señala la procedibilidad de la acción de tutela para proteger el derecho fundamental y prevalente de los niños a tener una familia y no ser separado de ella, con fundamento en lo siguiente:
 

“El artículo 44 de la Constitución Política establece que “son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separado de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia”.
Así mismo, dispone que dichos derechos deben ser garantizados, en primer lugar, por la familia como núcleo fundamental, en segundo lugar, por la sociedad y, en tercer lugar, por el Estado. Adicionalmente, la Carta Fundamental establece que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás[1].

(…)

El derecho de los niños, niñas y adolescentes a tener una familia y a no ser separados de ella ha sido reconocido igualmente en la Convención sobre los Derechos del Niño, en la cual se dispuso como uno de sus derechos, conocer a sus padres y  ser cuidados por ellos[7], así como no ser separado de los mismos en contra de su voluntad, salvo que autoridades judiciales lo determinen en pro del interés superior del menor[8].

 

Posteriormente, el Congreso de la República, por medio de la ley 1098 de 2006, expidió el Código de la Infancia y la Adolescencia, una de cuyas normas, dispuso que los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener y crecer en el seno de una familia, a ser acogidos y no ser separado de ella, excepto cuando no se garanticen las condiciones para la realización y el ejercicio de sus derechos conforme a lo previsto en dicho código.[9]
 

En síntesis, esta Corporación ha señalado que “la familia fue catalogada por el Constituyente como la ‘institución básica’ y la ‘célula fundamental’ de la sociedad en los artículos 5 y 42 de la Carta,[10] dispensándole una especial protección. Por lo mismo, la condición de miembro de familia impone a quienes la ostentan claros e importantes deberes, especialmente frente a los menores de edad que forman parte del mismo núcleo familiar, y con más razón cuando se trata de los padres. Ya ha establecido en varias oportunidades esta Corte que la primera obligada a proveer la atención y los cuidados necesarios para garantizar el desarrollo integral de los niños es la familia, y que el Estado sólo deberá intervenir para proteger a los menores en forma subsidiaria, cuando la familia no esté en posición de cumplir con sus cometidos propios.” 

Significa entono anterior,  que existe una especial protección a los menores de edad y que corresponde a la sociedad y al Estado garantizar la preservación de la unidad familiar y propender por el desarrollo integral de los mismos.  Sin embargo, no obra dentro de la foliatura prueba alguna que permita inferir que en este caso en concreto, la reclusión del señor Cantillo Mariano desde el 23 de diciembre de 2015 a la fecha, con el fin de cumplir una condena impuesta por el delito de hurto calificado y agravado en grado de tentativa, haya puesto en riesgo los derechos fundamentales de sus hijos, quienes ahora se encuentran con la atención de su madre.  
4.6.4. Ahora bien, con respecto a la restricción legítima a la unidad familiar, esta no se encuentra suspendida según pronunciamientos de la Corte Constitucional
 en los que se  ha señalado que “el derecho a la unidad familiar se encuentra limitado en su ejercicio pero no suspendido para las personas privadas de la libertad, y por regla general, la ley en consonancia con los postulados constitucionales protege y adopta una serie de medidas para que en efecto, el derecho a la unidad familiar sea real.”  Es decir, que si bien las personas privadas de la libertad tienen una limitación a la unidad familiar, esta restricción no es definitiva, sino que puede ser suspendida cuando sea para un fin resocializador del condenado. En tal sentido, dicho Tribunal Constitucional en la Sentencia T-435 de 2009, citó lo siguiente: 

“En razón a los parámetros expuestos anteriormente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que dentro de las restricciones legítimas de los derechos fundamentales que deben soportar los reclusos, se encuentra el de la unidad familiar, como consecuencia misma del aislamiento penitenciario. 

Como se ha establecido en otras oportunidades, “las personas privadas de la libertad, representan una de las limitaciones a la unidad familiar, atendiendo a que la familia se considera una comunidad de vida y convivencia plena, así el aislamiento de uno de sus miembros, como infractor de la ley penal, comporta de suyo la correlativa pérdida de la libertad y a su vez afecta de manera inminente la estabilidad de su núcleo familiar”.
 

Sin embargo, a pesar de que esta garantía se encuentra limitada, la misma no está suspendida, y por tanto, las restricciones deben ser acordes con los fines de la pena, especialmente con su carácter resocializador. En estos términos, la Corte ha ponderado el derecho de las autoridades carcelarias con el derecho de los reclusos de mantener sus vínculos familiares, por cuanto ha considerado que la familia juega un papel preponderante en la reincorporación social del delincuente. Ha afirmado que “dicho vínculo filial representa la mayoría de las veces su contacto con el mundo más allá del establecimiento donde se encuentran recluidos, más si se tiene en cuenta que el núcleo familiar será en la mayoría de los casos el lugar donde cada individuo retomará su vida por fuera del penal.” (…)” (Subrayas nuestras)
Por lo acabado de subrayar, se entiende que el simple hecho de ser una persona detenida por desarrollar conductas punibles conlleva a que exista un distanciamiento entre esta persona y su núcleo familiar, aunque ese distanciamiento no es definitivo sino limitado y suspendido, lo que quiere decir que al interno y a su familia se le deben brindar otros mecanismos para que pueda tener acercamiento con el grupo familiar como las visitas, las llamadas, visitas virtuales, entre otras; y que en caso de que el Director del establecimiento negare estos mecanismos, si se estaría vulnerando el derecho a la familia.  

4.6.5.  Esta Colegiatura no puede desconocer que la solicitud de la accionante del traslado de su esposo a Barranquilla es con el fin de conservar la unidad familiar de éste con ella y con sus hijos menores de edad; sin embargo, de acuerdo a la normatividad analizada y aplicable al caso de estudio junto con los pronunciamientos de la Corte Constitucional que se han venido relacionando, no se puede concluir que las entidades accionadas han vulnerado dicha prerrogativa constitucional que le asiste al interno y a su familia, toda vez que quien es el competente para determinar si se otorga o no un traslado de un interno a otro centro penitenciario es la Dirección del INPEC, siempre y cuando el interno cumpla con ciertos requisitos y procedimientos no solo administrativos sino también legales, requisitos que no están demostrados en este caso en concreto.  Así mismo, no alcanzó a determinar la accionante que al interno Cantillo Mariano se le hayan negado los mecanismos para que pueda tener comunicación con su grupo familiar, situación que no se evidencia ni en los hechos de la demanda ni en las pruebas aportadas.  

4.6.6. Por lo tanto, de conformidad con la jurisprudencia constitucional en los casos de traslado de reclusos, el juez de tutela sólo estudia las decisiones del INPEC cuando sean arbitrarias y vulneradoras de derechos fundamentales. En relación a este tema, la Corte Constitucional en sentencia T 435 de 2009 dijo lo siguiente: 

“Según lo expuesto en sentencia C-394 de 1995 la facultad de traslado de presos tiene naturaleza discrecional. Por ello, en principio, tal naturaleza impide que el juez de tutela interfiera en la decisión. Sin embargo, la discrecionalidad no se traduce en arbitrariedad, y por tanto, ésta debe ser ejercida dentro de los límites de la razonabilidad y del buen servicio de la administración. En otras palabras, la discrecionalidad es relativa porque, tal y como lo ha sostenido esta Corporación, no hay facultades puramente discrecionales en un Estado de Derecho [29]. Por ello, la Corte al resolver esta clase de conflictos, ha dicho que el juez de tutela no puede interferir en las decisiones sobre traslados, a no ser que observe una arbitrariedad o una vulneración de los derechos fundamentales del reo. Así mismo, ha sostenido que cuando no se vislumbra la violación de un derecho fundamental, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho es la acción procedente para atacar la actuación. En este sentido, la regla general ha sido el respeto de la facultad discrecional del INPEC, a menos que se demuestre que en su ejercicio fue irrazonable o se desconocieron ciertos derechos fundamentales.”
En tal virtud, considera la Sala que la decisión del INPEC de negar el traslado de establecimiento carcelario de Pereira al de Barranquilla al señor Harold Enrique Cantillo Mariano, se debió a la facultad discrecional de que goza la entidad encargada, máxime que el mismo lleva menos de una año de reclusión, sin que se advierta por esa determinación vulneración de derecho fundamental alguno. En tal sentido, tratándose de una decisión discrecional y autónoma de la autoridad carcelaria, dicha previsión legal impide que el juez de tutela intervenga en la misma.

Como consecuencia de lo anterior, se negará el amparo solicitado por la señora Claudia Isabel Mondragón Velásquez.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
RESUELVE

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos invocados por la señora Claudia Isabel Mondragón Velásquez.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria 

� Sentencia T-409 de 2008


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras


� Ver también las Sentencias  T-274 del 17 de marzo de 2005,  T-435 de 2009, T-428 de 2014


� T-274 del 17 de marzo de 2005. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto
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